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TESIS RELEVANTES DE LA SEGUNDA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN,  

PUBLICADAS EN EL SEMANARIO JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN  
DEL 16 DE AGOSTO AL 13 DE SEPTIEMBRE DE 2019 

 
 
Usted podrá consultar éstas y todas las tesis jurisprudenciales y aisladas publicadas en el Semanario Judicial 
de la Federación, en: http://sjf.scjn.pjf.gob.mx/sjfsem/paginas/semanarioIndex.aspx 
 
El Semanario Judicial de la Federación es un sistema digital de compilación y difusión de las tesis 
jurisprudenciales y aisladas emitidas por los órganos del Poder Judicial de la Federación, de las ejecutorias 
correspondientes, así como de los instrumentos normativos emitidos por los órganos del Poder Judicial de 
la Federación. 
 
El Semanario Judicial de la Federación se publica permanentemente de manera electrónica, en la página de 
internet de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. Los viernes se incorpora al Semanario la información 
correspondiente, a consecuencia de lo cual, se considera de aplicación obligatoria un criterio jurisprudencial 
a partir del lunes siguiente hábil, al día en que la tesis respectiva o la ejecutoria dictada en controversia 
constitucional o en una acción de inconstitucionalidad, sea ingresada al Semanario Judicial de la Federación. 
 
 

AGOSTO 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2020401  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 16 de agosto de 2019 10:24 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 2a./J. 113/2019 (10a.)  
 
DERECHOS DE LAS NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES. EL INTERÉS SUPERIOR DEL MENOR SE ERIGE 
COMO LA CONSIDERACIÓN PRIMORDIAL QUE DEBE DE ATENDERSE EN CUALQUIER DECISIÓN QUE 
LES AFECTE. 
 
El artículo 2, segundo párrafo, de la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes 
prevé que el "interés superior de la niñez deberá ser considerado de manera primordial en la toma 
de decisiones sobre una cuestión debatida que involucre niñas, niños y adolescentes"; de ahí que 
cuando se tome una decisión que les afecte en lo individual o colectivo, "se deberán evaluar y 
ponderar las posibles repercusiones a fin de salvaguardar su interés superior y sus garantías 
procesales". Al respecto, debe destacarse que el interés superior del menor es un concepto triple, 
al ser: (I) un derecho sustantivo; (II) un principio jurídico interpretativo fundamental; y (III) una 
norma de procedimiento. El derecho del interés superior del menor prescribe que se observe "en 
todas las decisiones y medidas relacionadas con el niño", lo que significa que, en "cualquier medida 
que tenga que ver con uno o varios niños, su interés superior deberá ser una consideración 
primordial a que se atenderá", lo cual incluye no sólo las decisiones, sino también todos los actos, 
conductas, propuestas, servicios, procedimientos y demás iniciativas. Así, las decisiones particulares 
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adoptadas por las autoridades administrativas –en esferas relativas a la educación, el cuidado, la 
salud, el medio ambiente, las condiciones de vida, la protección, el asilo, la inmigración y el acceso 
a la nacionalidad, entre otras– deben evaluarse en función del interés superior del niño y han de 
estar guiadas por él, al igual que todas las medidas de aplicación, ya que la consideración del interés 
superior del niño como algo primordial requiere tomar conciencia de la importancia de sus intereses 
en todas las medidas y tener la voluntad de dar prioridad a esos intereses en todas las circunstancias, 
pero sobre todo cuando las medidas tengan efectos indiscutibles en los niños de que se trate. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Amparo en revisión 203/2016. Rosario Celine Becerril Alba y otro. 9 de noviembre de 2016. Cinco 
votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco 
González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; votó en contra de 
consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Isidro 
Emmanuel Muñoz Acevedo. 
 
Amparo en revisión 800/2017. Martha Patricia Martínez Macías y otra. 29 de noviembre de 2017. 
Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco 
González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; votó en contra de 
consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Isidro 
Emmanuel Muñoz Acevedo. 
 
Amparo directo 16/2018. Guadalupe García Olguín y otros. 10 de octubre de 2018. Unanimidad de 
cuatro votos de los Ministros Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita 
Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; votó en contra de consideraciones José Fernando 
Franco González Salas y con reserva de criterio Eduardo Medina Mora I.; unanimidad de votos en 
relación con el criterio contenido en esta tesis. Ausente: Alberto Pérez Dayán. Ponente: Margarita 
Beatriz Luna Ramos. Secretario: Alfredo Villeda Ayala. 
 
Amparo directo 22/2016. Francisco López Espinoza, en su carácter de tutor legal del menor 
Francisco David Alonso López. 5 de diciembre de 2018. Mayoría de cuatro votos de los Ministros 
Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora 
I.; unanimidad de votos en relación con el criterio contenido en esta tesis; votó en contra de algunas 
consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Disidente: José Fernando Franco González Salas. 
Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Ron Snipeliski Nischli. 
 
Amparo en revisión 815/2018. Julia Baltazar Granados, en representación del menor Fabio Ángel 
Baca Baltazar. 22 de mayo de 2019. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, 
Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek. Disidente y 
Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. Secretario: Fausto Gorbea Ortiz. 
 
Tesis de jurisprudencia 113/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en 
sesión privada del diez de julio de dos mil diecinueve.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 16 de agosto de 2019 a las 10:24 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 19 de agosto de 
2019, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2020397  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 16 de agosto de 2019 10:24 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 2a. XLV/2019 (10a.)  
 
ASIGNACIÓN DE PARCELAS EN BOSQUES O SELVAS TROPICALES. EL ARTÍCULO 59 DE LA LEY 
AGRARIA, QUE ESTABLECE QUE SERÁ NULA DE PLENO DERECHO, NO VIOLA EL DERECHO DE 
IGUALDAD. 
 
El precepto legal invocado es expreso en señalar que será nula de pleno derecho la asignación de 
parcelas en bosques o selvas tropicales; de tal suerte que no puede afirmarse que exista una 
distinción entre dos o más regímenes jurídicos y, por ende, que viola el derecho de igualdad 
reconocido por los artículos 1 y 7 de la Declaración Universal de Derechos Humanos, 24 de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos y 1o. de la Constitución Federal. Máxime que se 
trata de una prohibición que tiene fundamento constitucional (artículos 4o. y 27, tercer párrafo), 
legal federal y estatal, pues tiene por objeto proteger el derecho a la preservación del equilibrio 
ecológico y el derecho que tiene toda persona a un medio ambiente adecuado para su desarrollo y 
bienestar; de ahí que válidamente pueda concluirse que esa prohibición opera tanto para 
particulares como para sujetos del derecho agrario. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Amparo en revisión 1299/2017. Ejido Paso de Perules, del Municipio de Guanajuato, Guanajuato. 
28 de febrero de 2018. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; votó en 
contra de algunas consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. 
Secretaria: Michelle Lowenberg López. 
 
Amparo en revisión 813/2018. Jaime Humberto Alvarez Martínez. 30 de enero de 2019. Cinco votos 
de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González 
Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Javier Laynez Potisek; votó en contra de consideraciones 
Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretaria: Michelle Lowenberg 
López.  
 
Amparo en revisión 95/2019. Renato Cottini Giroldo. 10 de abril de 2019. Cinco votos de los 
Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas, 
Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: Raúl 
Carlos Díaz Colina. 
 
Amparo en revisión 157/2019. Renato Cottini Giroldo. 12 de junio de 2019. Cinco votos de los 
Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas, 
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Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Irma 
Gómez Rodríguez. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 16 de agosto de 2019 a las 10:24 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2020492  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 23 de agosto de 2019 10:31 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 2a. LII/2019 (10a.)  
 
SEGURO SOCIAL. EL ARTÍCULO 13, FRACCIÓN V, DE LA LEY RELATIVA NO VULNERA EL DERECHO A LA 
SEGURIDAD SOCIAL DE LOS TRABAJADORES MUNICIPALES. 
 
Esa disposición legal, al prever la opción de incorporación voluntaria de los trabajadores al servicio 
de las entidades y dependencias de los Estados y sus Municipios al régimen obligatorio de la Ley del 
Seguro Social –para lo cual se prevé la celebración de convenios entre el organismo de seguridad 
social y las dependencias u organismos, locales y municipales–, no transgrede el derecho a la 
seguridad social de los trabajadores municipales, en el sentido de que hace viable su incorporación 
voluntaria, en respeto al margen de libertad que se reconoce en la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, para que las Legislaturas Locales regulen las modalidades en que se 
garantizará ese derecho, lo cual puede realizarse por medio del régimen de la Ley del Seguro Social, 
en el entendido de que el mandato contenido en los artículos 115, fracción VIII, segundo párrafo, y 
116, fracción VI, de la Norma Suprema únicamente faculta a los Estados para elegir el régimen de 
protección laboral de los apartados A o B de su artículo 123, pero no libera a las entidades 
federativas ni a los Municipios de garantizar el derecho a la seguridad social de sus trabajadores. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Amparo directo en revisión 5368/2018. Delia Aguilar Gutiérrez y otros. 6 de febrero de 2019. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José 
Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek. Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. 
Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: Héctor Orduña Sosa. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 23 de agosto de 2019 a las 10:31 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2020457  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 23 de agosto de 2019 10:31 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 2a. LI/2019 (10a.)  
 
DERECHO A LA SEGURIDAD SOCIAL. LOS MUNICIPIOS Y ORGANISMOS MUNICIPALES DEBEN 
DEMOSTRAR LA INSCRIPCIÓN DE SUS TRABAJADORES EN ALGÚN RÉGIMEN DE SEGURIDAD SOCIAL. 
 
Tanto en el artículo 204 de la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores 
del Estado como en el 13, fracción V, de la Ley del Seguro Social se prevé la opción de incorporación 
voluntaria de los trabajadores de entidades y dependencias de los Estados y sus Municipios a esos 
regímenes de seguridad social. Para ese efecto, se prevé la celebración de convenios entre los 
institutos de seguridad social y las dependencias u organismos, locales y municipales. Asimismo, si 
el legislador de un Estado no sujeta a los Municipios y a los organismos municipales a inscribir 
obligatoriamente a sus trabajadores en el régimen de la ley de seguridad social local, se encuentran 
facultados para incorporarlos voluntariamente a ese régimen local, o a los regímenes de las citadas 
leyes federales. A pesar de que existen esas opciones de aseguramiento voluntario para los 
Municipios y entidades municipales, ello no significa que esos órganos públicos estén eximidos de 
incorporar a sus trabajadores a algún régimen de seguridad social. El mandato contenido en los 
artículos 115, fracción VIII, segundo párrafo y 116, fracción VI, de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos únicamente faculta a los Estados para elegir el régimen de protección 
laboral de los apartados A o B de su artículo 123, pero no libera a las entidades federativas ni a los 
Municipios de garantizar el derecho a la seguridad social de sus trabajadores, quienes por el solo 
hecho de estar sujetos a una relación laboral tienen derecho a la seguridad social, y los tribunales 
deben velar para que la falta de previsión legislativa de un régimen obligatorio de los trabajadores 
municipales no los deje sin la protección de su derecho a incorporarse a un régimen de seguridad 
social. Ese mismo sentido debe darse a la aplicación de la jurisprudencia 2a./J. 100/2011 de esta 
Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la que se sostuvo que es indispensable 
ese convenio para que proceda la inscripción individual de algún trabajador municipal en el régimen 
especial del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado, pero ese 
criterio no exime a los Municipios u organismos municipales de la obligación de otorgar seguridad 
social a sus trabajadores y, en su caso, de celebrar esos convenios. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Amparo directo en revisión 5368/2018. Delia Aguilar Gutiérrez y otros. 6 de febrero de 2019. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José 
Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek. Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. 
Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: Héctor Orduña Sosa. 
 
Nota: La tesis de jurisprudencia 2a./J. 100/2011 citada, aparece publicada en el Semanario Judicial 
de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXXIV, julio de 2011, página 583, con el rubro: 
"INSTITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS SOCIALES DE LOS TRABAJADORES DEL ESTADO. 
INSCRIPCIÓN DE LOS TRABAJADORES MUNICIPALES." 
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Esta tesis se publicó el viernes 23 de agosto de 2019 a las 10:31 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2020445  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 23 de agosto de 2019 10:31 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 2a. XLIX/2019 (10a.)  
 
CONCUBINATO. EL ARTÍCULO 160 DE LA LEY DEL INSTITUTO DE SEGURIDAD SOCIAL PARA LAS 
FUERZAS ARMADAS MEXICANAS, AL ESTABLECER QUE SU EXISTENCIA SE ACREDITARÁ ÚNICAMENTE 
CON LA DESIGNACIÓN QUE HAGA EL MILITAR DE LA PERSONA INTERESADA COMO CONCUBINA O 
CONCUBINARIO ANTE EL INSTITUTO O LA SECRETARÍA DE LA DEFENSA NACIONAL O MARINA, 
VULNERA EL MANDATO DE PROTECCIÓN A LA FAMILIA Y EL DERECHO DE AUDIENCIA. 
 
El reconocimiento del concubinato como una institución fundadora de la familia tiene como fin 
proteger a las personas que deciden tener una vida en común con intención de permanencia, 
estabilidad y ayuda mutua, como si fuese un matrimonio y, por tanto, es fuente del derecho a la 
seguridad social; de ahí que su configuración, como supuesto de procedencia de la pensión de 
viudez o de cualquier otra prestación económica y en especie, precisa garantizar al interesado la 
oportunidad de acreditar su calidad de concubina o concubinario. En ese contexto, debe estimarse 
que el citado precepto legal, en cuanto establece que la relación de concubinato se acreditará 
únicamente con la designación que el militar haya realizado de la persona interesada como 
concubina o concubinario ante el Instituto de Seguridad Social para las Fuerzas Armadas Mexicanas, 
o a la Secretaría de la Defensa Nacional o Marina, sin que sea admisible otro medio de prueba, 
vulnera el mandato de protección a la familia que prevé el artículo 4o. de la Constitución Política de 
los Estados Mexicanos, en tanto anula el derecho de prueba que le asiste a la persona que considera 
tener ese carácter, cuando el militar –por descuido o negligencia– omite realizar la designación 
respectiva o actualizar la información correspondiente, con lo cual se vulnera también el derecho 
de audiencia que tutela el artículo 14 del referido ordenamiento constitucional, puesto que al 
impedir que el interesado ofrezca los medios de prueba que estime conducentes para demostrar la 
existencia del concubinato con el militar fallecido y, en consecuencia, su derecho a las prestaciones 
económicas y en especie que deriven de la muerte de aquél, lo deja en estado de indefensión, al no 
garantizarle una adecuada defensa en caso de tener que demandar o defender en juicio el derecho 
de que se trata; lo que cobra relevancia al tener en cuenta que el otorgamiento de la pensión de 
viudez no puede supeditarse a la voluntad del militar, ni es jurídicamente factible aceptar que éste 
puede mantener, a un mismo tiempo, dos o más relaciones de concubinato y, menos aún, que ante 
tal situación, la pensión deba concederse indefectiblemente a la persona que hubiese designado 
como su concubina o concubinario ante el Instituto o ante la Secretaría de la Defensa Nacional o 
Marina, en tanto que su objeto es garantizar la subsistencia de la persona con la que hizo vida 
marital hasta la fecha de su deceso, no así la de cualquier otra con la que haya mantenido una 
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relación de pareja, aunque hubiesen vivido juntos por algún tiempo o hayan procreado hijos en 
común. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Amparo en revisión 34/2019. Lilia Jiménez Monroy. 8 de mayo de 2019. Cinco votos de los Ministros 
Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas, Yasmín 
Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek; votó en contra de consideraciones Yasmín Esquivel Mossa. 
Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Georgina Laso de la Vega Romero. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 23 de agosto de 2019 a las 10:31 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2020514  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 30 de agosto de 2019 10:38 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: 2a./J. 111/2019 (10a.)  
 
INCIDENTE DE FALTA DE PERSONALIDAD PREVISTO EN EL ARTÍCULO 762, FRACCIÓN III, DE LA LEY 
FEDERAL DEL TRABAJO. EL TRABAJADOR NO TIENE OBLIGACIÓN DE AGOTARLO, PREVIO A LA 
PROMOCIÓN DEL JUICIO DE AMPARO DIRECTO PARA QUE SE ANALICE LA VIOLACIÓN PROCESAL 
ADUCIDA, EN TÉRMINOS DEL PÁRRAFO SEGUNDO DEL ARTÍCULO 171 DE LA LEY DE LA MATERIA 
(INAPLICABILIDAD PARCIAL DE LA JURISPRUDENCIA 2a./J. 8/99). 
 
El artículo 171, párrafo primero, de la Ley de Amparo consagra el principio de definitividad que debe 
observarse respecto de las violaciones procesales que se hagan valer al reclamarse la sentencia 
definitiva, laudo o resolución que ponga fin al juicio, al disponer que solamente podrán ser materia 
de análisis cuando el quejoso las haya impugnado durante la tramitación del juicio, mediante el 
recurso o medio de defensa que, en su caso, señale la ley ordinaria respectiva y la violación procesal 
trascienda al resultado del fallo. Ahora bien, dentro del término "recurso o medio de defensa", 
queda comprendido el incidente de falta de personalidad previsto en la fracción III del artículo 762 
de la Ley Federal del Trabajo, por lo que debe agotarse antes de acudir al juicio de amparo directo 
promovido contra el laudo, en observancia al indicado principio, como lo sostuvo esta Segunda Sala 
de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la jurisprudencia 2a./J. 8/99, de rubro: 
"PERSONALIDAD EN MATERIA LABORAL. ANTES DE ACUDIR AL AMPARO, DEBEN AGOTARSE LOS 
MEDIOS ORDINARIOS DE DEFENSA OPONIENDO LAS EXCEPCIONES Y DEFENSAS QUE ESTABLECE LA 
LEY RESPECTIVA."; sin embargo, acorde con el nuevo marco normativo de la Ley de Amparo y en 
atención a su artículo sexto transitorio, dicha jurisprudencia resulta obligatoria sólo tratándose del 
patrón, no así del trabajador, toda vez que en el párrafo segundo del numeral 171 citado, se 
establece en favor de este último una excepción al principio de definitividad que rige en el juicio de 
amparo, tratándose de violaciones a las leyes del procedimiento que trascienden al resultado del 
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laudo, al eximírsele de agotar previamente, durante la tramitación del procedimiento laboral, los 
recursos ordinarios o medios de defensa tendientes a impugnarlas. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Contradicción de tesis 124/2019. Entre las sustentadas por el Pleno del Decimoséptimo Circuito y el 
Décimo Cuarto Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Primer Circuito. 19 de junio de 2019. 
Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco 
González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek. Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. 
Secretario: Arturo Nazar Ortega. 
 
Tesis y criterio contendientes: 
 
Tesis PC.XVII. J/4 L (10a.), de título y subtítulo: "INCIDENTE DE FALTA DE PERSONALIDAD PREVISTO 
EN EL ARTÍCULO 762, FRACCIÓN III, DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO. EL TRABAJADOR NO TIENE 
OBLIGACIÓN DE AGOTARLO, PREVIO A LA PROMOCIÓN DEL JUICIO DE AMPARO DIRECTO PARA QUE 
SE ANALICE LA VIOLACIÓN PROCESAL ADUCIDA, EN TÉRMINOS DEL PÁRRAFO SEGUNDO DEL 
ARTÍCULO 171 DE LA LEY DE LA MATERIA (INAPLICABILIDAD PARCIAL DE LA JURISPRUDENCIA 2a./J. 
8/99).", aprobada por el Pleno del Decimoséptimo Circuito y publicada en el Semanario Judicial de 
la Federación del viernes 7 de octubre de 2016 a las 10:17 horas, y en la Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 35, Tomo III, octubre de 2016, página 1960, y 
 
El sustentado por el Décimo Cuarto Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Primer Circuito, al 
resolver el amparo directo 1104/2018. 
 
Tesis de jurisprudencia 111/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en 
sesión privada de diez de julio de dos mil diecinueve. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 30 de agosto de 2019 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 02 de septiembre 
de 2019, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2020506  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 30 de agosto de 2019 10:38 h  
Materia(s): (Administrativa)  
Tesis: 2a./J. 110/2019 (10a.)  
 
CARTA INVITACIÓN. LA RESOLUCIÓN QUE DESESTIMA LA SOLICITUD ACLARATORIA DEL 
CONTRIBUYENTE SOBRE SU SITUACIÓN FISCAL DERIVADA DE AQUÉLLA, NO ES IMPUGNABLE EN EL 
JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. 
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Esta Segunda Sala ha sostenido que la "carta invitación" dirigida al contribuyente para regularizar 
su situación fiscal, con relación al pago del impuesto sobre la renta derivado de los ingresos ciertos 
y determinados originados por depósitos en efectivo a su favor, efectuados durante un ejercicio 
fiscal específico, no constituye una resolución definitiva impugnable en el juicio contencioso 
administrativo; ello en virtud de que se trata únicamente de un acto declarativo, a través del cual la 
autoridad exhorta al contribuyente a corregir su situación fiscal respecto de las omisiones 
detectadas, presentándole una propuesta de pago que no le ocasiona un perjuicio real en su esfera 
jurídica, en la medida en que a través de este acto, la autoridad exclusivamente señala una cantidad 
que obra en sus registros y que sólo tendrá en cuenta cuando ejerza sus facultades de comprobación 
y, en consecuencia, emita una resolución que establezca obligaciones para el contribuyente 
fiscalizado. Sobre esas bases, la resolución que desestima la petición aclaratoria generada por la 
previa carta invitación tampoco es un acto que ocasione un perjuicio real a la esfera jurídica del 
contribuyente, susceptible de impugnarse en el juicio contencioso administrativo, en tanto que no 
se materializa alguno de los siguientes supuestos: a) no constituye una resolución definitiva, 
entendida como la que no admite un recurso o admitiéndolo éste sea optativo, o bien aquella que 
atendiendo a la naturaleza jurídica de la resolución, sea ésta expresa o ficta, constituya el producto 
final o la voluntad definitiva de la Administración Pública; b) no cause un agravio en materia fiscal, 
es decir, una afectación relacionada con el cumplimiento de las leyes fiscales, así como a los casos 
distintos a aquellos en los que se ocasiona una afectación en la relación jurídico tributaria existente 
entre el contribuyente y el fisco; y c) en una resolución denegatoria subsistan las mismas 
particularidades de la misiva de invitación, dado que no se determina cantidad alguna a pagar ni se 
crean derechos o establecen consecuencias jurídicas para el interesado, como tampoco contiene la 
pérdida de algún beneficio, la existencia de un apercibimiento y la correspondiente declaración de 
incumplimiento que lo haga efectivo, por lo que no genera perjuicio alguno. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Contradicción de tesis 332/2018. Entre las sustentadas por el Pleno en Materia Administrativa del 
Tercer Circuito, el Octavo Tribunal Colegiado del Centro Auxiliar de la Primera Región, con residencia 
en la Ciudad de México y el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Segundo 
Circuito. 12 de junio de 2019. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., 
José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek. Disidente: 
Alberto Pérez Dayán. Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. Secretaria: Guadalupe Margarita Ortiz 
Blanco. 
 
Tesis contendientes: 
 
Tesis PC.III.A. J/59 A (10a.), de título y subtítulo: "CARTA INVITACIÓN. LA RESOLUCIÓN QUE 
DESESTIMA LA SOLICITUD ACLARATORIA DEL CONTRIBUYENTE SOBRE SU SITUACIÓN FISCAL 
DERIVADA DE AQUÉLLA, NO ES IMPUGNABLE EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO.", 
aprobada por el Pleno en Materia Administrativa del Tercer Circuito y publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación del viernes 11 de enero de 2019 a las 10:12 horas y en la Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 62, Tomo II, enero de 2019, página 694, 
 
Tesis (I Región)8o.41 A (10a.), de título y subtítulo: "RESOLUCIÓN QUE RECAE A LA SOLICITUD DE 
PRECISIÓN DEL CONTENIDO DE UNA CARTA INVITACIÓN EMITIDA PARA ACLARAR LA SITUACIÓN 
FISCAL DEL CONTRIBUYENTE CON MOTIVO DE LOS DEPÓSITOS EN EFECTIVO A UNA CUENTA 
BANCARIA. TIENE EL CARÁCTER DE DEFINITIVA PARA EFECTOS DE LA PROCEDENCIA DEL JUICIO DE 
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NULIDAD, CUANDO LO VINCULA A PRESENTAR LA DECLARACIÓN ANUAL DEL IMPUESTO SOBRE LA 
RENTA Y A EFECTUAR, EN SU CASO, EL ENTERO CORRESPONDIENTE (LEGISLACIÓN ABROGADA).", 
aprobada por el Octavo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Primera Región, con 
residencia en Naucalpan de Juárez, Estado de México, en apoyo del Cuarto Tribunal Colegiado en 
Materia Administrativa del Segundo Circuito y publicada en el Semanario Judicial de la Federación 
del viernes 24 de febrero de 2017 a las 10:26 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación, Décima Época, Libro 39, Tomo III, febrero de 2017, página 2356, y 
 
Tesis II.1o.A.18 A (10a.), de título y subtítulo: "‘CARTA INVITACIÓN’. LA RESPUESTA A SU SOLICITUD 
DE ACLARACIÓN CONSTITUYE UNA RESOLUCIÓN DEFINITIVA IMPUGNABLE VÍA JUICIO 
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL, CUANDO DEFINE LA OBLIGACIÓN DEL CONTRIBUYENTE 
RESPECTO DEL PAGO DE UN TRIBUTO.", aprobada por el Primer Tribunal Colegiado en Materia 
Administrativa del Segundo Circuito y publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 
8 de mayo de 2015 a las 9:30 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima 
Época, Libro 18, Tomo III, mayo de 2015, página 2113. 
 
Tesis de jurisprudencia 110/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en 
sesión privada del tres de julio de dos mil diecinueve. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 30 de agosto de 2019 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 02 de septiembre 
de 2019, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
 
 
 

SEPTIEMBRE 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2020555  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 06 de septiembre de 2019 10:15 h  
Materia(s): (Laboral)  
Tesis: 2a./J. 109/2019 (10a.)  
 
EXCEPCIÓN DE COSA JUZGADA. SE ACTUALIZA EN EL JUICIO LABORAL CUANDO EN UN LAUDO YA SE 
ANALIZÓ LO RELATIVO A LA DEBIDA CUANTIFICACIÓN DE LA PENSIÓN JUBILATORIA, CON BASE EN 
DETERMINADAS PRESTACIONES. 
 
El Pleno de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación determinó que la autoridad de la cosa 
juzgada constituye uno de los principios esenciales en que la seguridad jurídica se funda y, por tanto, 
no puede ser desconocida, pues uno de los pilares del Estado de derecho es el respeto a dicha 
institución, como fin último de la impartición de justicia a cargo del Estado. De ese modo, es claro 
que lo decidido en laudo o sentencia ejecutoriada sobre las prestaciones que integran el salario base 
para la cuantificación de la pensión adquiere la calidad de cosa juzgada y, por ende, no puede ser 
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modificado en un ulterior juicio, aun cuando lo que se reclame sea la inclusión de otras prestaciones 
que no fueron consideradas en el primer fallo, por no haberse señalado en la demanda respectiva. 
Ello, en virtud de que los conceptos que integran el salario base para la determinación de la cuota 
pensionaria no pueden estimarse como prestaciones autónomas e independientes de la atinente a 
la debida cuantificación de la pensión, precisamente porque constituyen la base sobre la cual se 
habrá de calcular el monto respectivo. De ahí que en el juicio laboral deba estimarse actualizada la 
excepción de cosa juzgada, cuando se reclama la correcta cuantificación de la pensión jubilatoria a 
partir de la inclusión de prestaciones distintas a las que se consideraron en un juicio previo para 
determinar el salario que ha de servir de base para ello. Razonar en un sentido diverso desembocaría 
en permitir la promoción ilimitada de juicios laborales por cada prestación o concepto que se 
estimara faltó considerar en un juicio anterior, precisamente por no haberse hecho valer en el 
mismo a pesar de estar en plena aptitud de hacerlo y, por tanto, no ser materia de pronunciamiento 
del laudo elevado a la categoría de cosa juzgada, originándose con ello todo lo contrario que 
persigue la institución de orden público de la cosa juzgada, esto es, otorgar seguridad jurídica a las 
partes que intervengan en los juicios. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Contradicción de tesis 55/2019. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal Colegiado de Circuito 
del Centro Auxiliar de la Segunda Región, con residencia en San Andrés Cholula, Puebla, en apoyo 
del Segundo Tribunal Colegiado en Materias Penal y de Trabajo del Décimo Noveno Circuito, el 
entonces Tribunal Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del Décimo Circuito, actual Tribunal 
Colegiado en Materia Civil del Décimo Circuito y el entonces Tercer Tribunal Colegiado del Décimo 
Circuito, actual Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Décimo Circuito. 12 de junio de 
2019. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando 
Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez 
Dayán. Secretario: Salvador Obregón Sandoval. 
 
Tesis y criterios contendientes: 
 
Tesis X.3o.51 L, de rubro: "COSA JUZGADA EN EL PROCEDIMIENTO LABORAL. OPERA ESTA 
EXCEPCIÓN CUANDO EN UN JUICIO SE DETERMINÓ SOBRE EL MONTO DE LA PENSIÓN JUBILATORIA 
Y EN UNO POSTERIOR SE DEMANDA EL PAGO DE DIFERENCIAS PRETENDIENDO QUE SE TOME EN 
CUENTA UNA PRESTACIÓN DISTINTA.", aprobada por el Tercer Tribunal Colegiado del Décimo 
Circuito y publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo 
XXII, agosto de 2005, página 1870, y 
 
El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Segunda Región, 
con residencia en San Andrés Cholula, Puebla, en apoyo del Segundo Tribunal Colegiado en Materias 
Penal y de Trabajo del Décimo Noveno Circuito, al resolver el amparo directo 561/2018 (cuaderno 
auxiliar 867/2018). 
 
Tesis de jurisprudencia 109/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en 
sesión privada del tres de julio de dos mil diecinueve. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 06 de septiembre de 2019 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 09 de 



 

12 
 

septiembre de 2019, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 
19/2013. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2020539  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 06 de septiembre de 2019 10:15 h  
Materia(s): (Constitucional, Administrativa)  
Tesis: 2a. LIII/2019 (10a.)  
 
CADUCIDAD DE LAS FACULTADES DE LAS AUTORIDADES FISCALES. EL ARTÍCULO 67, FRACCIÓN IV, 
DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN QUE ESTABLECE EL PLAZO PARA QUE OPERE TRATÁNDOSE 
DE FIANZAS A FAVOR DE LA FEDERACIÓN CONSTITUIDAS PARA GARANTIZAR EL INTERÉS FISCAL, 
RESPETA LOS PRINCIPIOS DE LEGALIDAD Y DE SEGURIDAD JURÍDICA. 
 
La disposición legal citada, al establecer que las facultades de las autoridades fiscales para 
determinar las contribuciones o aprovechamientos omitidos y sus accesorios, así como para 
imponer sanciones por infracciones a las disposiciones fiscales, se extinguen en el plazo de cinco 
años contados a partir del día siguiente a aquel en que se levante el acta de incumplimiento de la 
obligación garantizada, respeta los principios de legalidad y de seguridad jurídica previstos en los 
artículos 14 y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, porque fija un plazo 
de cuatro meses contados a partir del día siguiente al de la exigibilidad de las fianzas a favor de la 
Federación constituidas para garantizar el interés fiscal, para levantar el acta referida, plazo que se 
estableció para que la autoridad no decidiera en forma arbitraria el inicio del relativo a la caducidad; 
por tanto, transcurrido el referido plazo aun sin que se hubiere levantado el acta de incumplimiento, 
inicia el de cinco años para que se extingan las facultades de la autoridad. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Amparo directo en revisión 2215/2019. Fianzas Dorama, S.A. 7 de agosto de 2019. Cinco votos de 
los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas, 
Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek. Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. Secretaria: Claudia 
Mendoza Polanco. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 06 de septiembre de 2019 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2020600  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
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Publicación: viernes 13 de septiembre de 2019 10:22 h  
Materia(s): (Constitucional, Administrativa)  
Tesis: 2a. LVI/2019 (10a.)  
 
PERSONAS CON DEFICIENCIAS MENTALES. TIENEN UN MARCO JURÍDICO PARTICULAR DE 
PROTECCIÓN EN MATERIA DE SALUD. 
 
Para considerar que un individuo es una persona con discapacidad no es necesario que ésta se 
encuentre fehacientemente acreditada; por el contrario, cualquier persona que de manera genérica 
padezca lo que comúnmente se denomina "enfermedad mental", "problema de salud mental", 
"padecimiento mental", "enfermedad psiquiátrica" o que presente una "deficiencia mental", ya sea 
comprobada o no, siempre que se enfrente con barreras sociales que le impiden participar de 
manera plena y efectiva, en igualdad de condiciones, debe ser considerada como persona con 
discapacidad. En este sentido, gozan de un marco jurídico particular de protección en razón de su 
condición de especial vulnerabilidad y desigualdad de facto frente a la sociedad y el ordenamiento 
jurídico. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Amparo en revisión 251/2016. Javier Ezra González Gómez. 15 de mayo de 2019. Unanimidad de 
cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, José Fernando Franco González Salas, Yasmín 
Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek. Impedido: Eduardo Medina Mora I. Ponente: Javier Laynez 
Potisek. Secretario: José Omar Hernández Salgado. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 13 de septiembre de 2019 a las 10:22 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2020589  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 13 de septiembre de 2019 10:22 h  
Materia(s): (Constitucional, Administrativa)  
Tesis: 2a. LVIII/2019 (10a.)  
 
DERECHO A LA SALUD MENTAL. DEBE PROTEGERSE DE MANERA INTEGRAL Y ELLO INCLUYE, 
CUANDO MENOS, EL SUMINISTRO DE MEDICAMENTOS BÁSICOS PARA SU TRATAMIENTO. 
 
Del análisis conjunto de los artículos 4o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
y 12, numeral 2, inciso d), del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales se 
desprende que el Estado mexicano se encuentra obligado a crear las condiciones que aseguren a 
todas las personas la asistencia médica y servicios médicos en casos de enfermedad. Asimismo, se 
advierte que una cuestión fundamental e inherente a la debida protección del derecho a la salud es 
que los servicios se presten de manera integral, lo que implica que se debe proporcionar un 
tratamiento adecuado y completo. En este sentido, la debida protección del derecho a la salud 
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incluye, cuando menos, el suministro de medicamentos básicos. Por otra parte, bajo la premisa de 
que la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y los tratados internacionales de los 
que el Estado mexicano es parte otorgan el mismo tratamiento normativo a la protección de la salud 
física y la mental, se puede concluir que el Estado está obligado a prestar los servicios de salud 
mental de manera integral y, específicamente, a suministrar los medicamentos básicos necesarios 
para su tratamiento. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Amparo en revisión 251/2016. Javier Ezra González Gómez. 15 de mayo de 2019. Unanimidad de 
cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, José Fernando Franco González Salas, Yasmín 
Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek. Impedido: Eduardo Medina Mora I. Ponente: Javier Laynez 
Potisek. Secretario: José Omar Hernández Salgado. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 13 de septiembre de 2019 a las 10:22 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2020588  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 13 de septiembre de 2019 10:22 h  
Materia(s): (Constitucional, Administrativa)  
Tesis: 2a. LVII/2019 (10a.)  
 
DERECHO A LA SALUD. EN MATERIA DE SALUD MENTAL, EL PRINCIPIO DE PROGRESIVIDAD EN EL 
SUMINISTRO DE MEDICAMENTOS DEBE GARANTIZARSE SIN DISCRIMINACIÓN. 
 
En atención a los deberes previstos por el artículo 1o., párrafos primero y segundo, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en relación con los más altos estándares 
internacionales, se advierte que la obligación progresiva del derecho a la salud relativa al suministro 
de medicamentos implica, por lo menos, otorgarlos sin discriminación para todas las personas en 
general y, en particular, a los grupos vulnerables. Esta obligación no conlleva que cualquier 
medicamento que se solicite deba ser suministrado, sino que una vez que se decide que un 
medicamento es parte del cuadro básico, el Estado no puede negar de manera regresiva estos 
medicamentos a quien los requiera ni otorgarlos de forma discriminatoria. Por otro lado, derivado 
del deber de otorgarlos sin discriminación, para que una autoridad pueda válidamente excluir a un 
grupo de personas de la prestación de un servicio fundamental para la debida protección de la salud, 
no basta con que refiriera a preceptos jurídicos genéricos, sino que debe evidenciar en forma 
contundente que tal distinción tiene fundamento legal o que la diferencia en el trato y el servicio 
tiene un sustento objetivo y racional, pues de lo contrario es discriminatoria. 
 
SEGUNDA SALA 
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Amparo en revisión 251/2016. Javier Ezra González Gómez. 15 de mayo de 2019. Unanimidad de 
cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, José Fernando Franco González Salas, Yasmín 
Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek. Impedido: Eduardo Medina Mora I. Ponente: Javier Laynez 
Potisek. Secretario: José Omar Hernández Salgado. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 13 de septiembre de 2019 a las 10:22 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2020578  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 13 de septiembre de 2019 10:22 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 2a. LV/2019 (10a.)  
 
ASIGNACIÓN DE PARCELAS EN BOSQUES O SELVAS TROPICALES. EL ARTÍCULO 59 DE LA LEY 
AGRARIA, QUE ESTABLECE QUE SERÁ NULA DE PLENO DERECHO, NO VIOLA EL DERECHO DE 
PROPIEDAD SOBRE LA TIERRA. 
 
Tratándose del derecho de propiedad, es la Constitución Federal la que establece su función social 
como limitación, al disponer en el artículo 27 que el Estado puede imponer modalidades a la 
propiedad por causas de interés público. En efecto, por una parte, si bien en la fracción VII reconoce 
la personalidad jurídica de los núcleos de población y protege su propiedad sobre la tierra, también 
establece expresamente que será la ley la que fije los requisitos y procedimientos conforme a los 
cuales la asamblea ejidal otorgará al ejidatario el dominio sobre su parcela, de ahí que sea necesario 
acudir a lo previsto en la Ley Agraria para consultar los aspectos relativos a la delimitación y destino 
de las tierras ejidales. Por otra parte, en el párrafo tercero, la norma constitucional invocada impone 
modalidades a la propiedad privada que dicte el interés público y el interés de regular en beneficio 
social el aprovechamiento de los elementos naturales con objeto de hacer una distribución 
equitativa de la riqueza pública, cuidar de su conservación, lograr el desarrollo equilibrado del país 
y el mejoramiento de las condiciones de vida de la población rural y urbana, para lo cual se deberán 
dictar medidas encaminadas a ordenar los asentamientos humanos y establecer adecuadas 
provisiones, usos, reservas y destinos de tierras, aguas y bosques, a efecto de preservar y restaurar 
el equilibrio ecológico y evitar la destrucción de los elementos naturales y los daños que la 
propiedad pueda sufrir en perjuicio de la sociedad. En este contexto, la limitante contenida en el 
artículo 59 de la Ley Agraria, al prever como nula de pleno derecho la asignación de parcelas en 
bosques o selvas tropicales, no viola el derecho de propiedad sobre la tierra, porque está 
encaminada a la preservación del equilibrio ecológico y el derecho que tiene toda persona a un 
medio ambiente adecuado para su desarrollo y bienestar. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Amparo en revisión 1299/2017. Ejido Paso de Perules, del Municipio de Guanajuato, Guanajuato. 
28 de febrero de 2018. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José 
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Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; votó con 
salvedad Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretaria: Michelle 
Lowenberg López.  
 
Amparo en revisión 813/2018. Jaime Humberto Álvarez Martínez. 30 de enero de 2019. Cinco votos 
de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González 
Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Javier Laynez Potisek; votó con salvedad Margarita Beatriz 
Luna Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretaria: Michelle Lowenberg López.  
 
Amparo en revisión 95/2019. Renato Cottini Giroldo. 10 de abril de 2019. Cinco votos de los 
Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas, 
Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: Raúl 
Carlos Díaz Colina. 
 
Amparo en revisión 157/2019. Renato Cottini Giroldo. 12 de junio de 2019. Cinco votos de los 
Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas, 
Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Irma 
Gómez Rodríguez. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 13 de septiembre de 2019 a las 10:22 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2020576  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 13 de septiembre de 2019 10:22 h  
Materia(s): (Constitucional, Laboral)  
Tesis: 2a./J. 118/2019 (10a.)  
 
OFRECIMIENTO DE TRABAJO. PARA DETERMINAR UNA INDEBIDA CONDUCTA PROCESAL DE LA 
PATRONAL BASTA QUE SE DEMUESTRE LA EXISTENCIA DE DIVERSOS JUICIOS PREVIOS DE LOS QUE 
SE ADVIERTA LA ACCIÓN REPETITIVA DEL PATRÓN DE DESPEDIR AL TRABAJADOR TRAS 
REINSTALARLO, SIN NECESIDAD DE QUE ÉSTE OFREZCA MÁS PRUEBAS EN ESE SENTIDO. 
 
En la jurisprudencia 2a./J. 93/2007, de rubro: "OFRECIMIENTO DE TRABAJO. SU CALIFICACIÓN 
CUANDO EN EL PROPIO JUICIO SE AFIRMA UN SEGUNDO DESPIDO POSTERIOR A LA REINSTALACIÓN 
DEL TRABAJADOR.", se establece que cuando en el juicio laboral el trabajador reinstalado con 
motivo de la aceptación de la oferta de trabajo se dice nuevamente despedido y hace del 
conocimiento de la Junta tal circunstancia para justificar la mala fe del ofrecimiento en el mismo 
juicio donde se ordenó la reinstalación, ese hecho debe considerarse para la calificación de la oferta 
respectiva debiendo, inclusive, recibirse las pruebas con las que pretenda demostrar su aserto. En 
ese sentido, cabe señalar que si bien dicho criterio hace mención a que la Junta inclusive deberá 
recibir las pruebas con las que el trabajador pretenda demostrar tal circunstancia, ello hace 
referencia a la obligación que tiene el trabajador de acreditar que, no obstante que el patrón le 
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ofreció el trabajo y de haberse llevado a cabo la reinstalación, éste nuevamente lo despidió, es decir, 
demostrar la conducta reiterativa encaminada únicamente a revertirle la carga probatoria para 
demostrar el despido en el juicio. A partir de lo anterior, debe considerarse que la conducta procesal 
de la patronal puede demostrarse ya sea con las constancias ofrecidas de otros juicios laborales (en 
los que el trabajador haya reclamado el despido precedido de un ofrecimiento de trabajo previo y 
de la reinstalación respectiva), a través de la propia acumulación de juicios realizada por la 
responsable o inclusive por cualquier otro medio que permita evidenciar tal circunstancia. De ahí 
que el hecho de que el trabajador no haga alusión, en ulteriores juicios a que el patrón incurrió en 
una indebida conducta (ya sea en la diligencia de reinstalación o en relación con la existencia de 
despidos consecutivos) y no haya ofrecido pruebas en ese sentido, no implica la falta de 
demostración de que la patronal carecía de voluntad para reintegrarlo en su empleo. Lo anterior, 
dado que la conducta reiterada del patrón en ese sentido –advertida de cualquiera de las formas 
indicadas–, resulta suficiente para demostrar que su actuar al ofrecer el trabajo no se hizo con la 
finalidad real de reintegrarlo en sus labores, sino sólo con el objetivo de revertirle la carga de la 
prueba. Por lo tanto, si en autos queda demostrada la conducta reiterativa del patrón, resulta 
innecesario que el trabajador aporte otros elementos adicionales a fin de evidenciar tal 
circunstancia. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Contradicción de tesis 177/2019. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Segundo en 
Materias Civil y de Trabajo del Octavo Circuito, y Primero en Materia de Trabajo del Segundo 
Circuito. 3 de julio de 2019. Mayoría de tres votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo 
Medina Mora I. y José Fernando Franco González Salas. Disidentes: Yasmín Esquivel Mossa y Javier 
Laynez Potisek. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: Juvenal Carbajal Díaz. 
 
Criterios contendientes: 
 
El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del Octavo Circuito, 
al resolver el amparo directo 401/2018, y el diverso sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en 
Materia de Trabajo del Segundo Circuito, al resolver los amparos directos 563/2012 y 799/2012. 
 
Tesis de jurisprudencia 118/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en 
sesión privada de catorce de agosto de dos mil diecinueve. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 13 de septiembre de 2019 a las 10:22 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del martes 17 de 
septiembre de 2019, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 
19/2013. 
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